
 

CREACIÓN DE LA AGENCIA FEDERAL DE INVESTIGACIONES DE 

ACCIDENTES NAVALES 

 

 

Art. 1.- Créase la AGENCIA FEDERAL DE INVESTIGACIONES DE 

ACCIDENTES NAVALES, que tendrá por objeto la investigación de accidentes o 

incidentes navales, con el exclusivo fin de la prevención de futuros accidentes e 

incidentes. 

 

Art. 2.-  La Autoridad Marítima debe asegurar la investigación de todo accidente 

o incidente naval,  acaecido en  o con buques y/o artefactos navales, en aguas 

fluviales y marítimas navegables de la Nación, comprendiendo  las aguas 

interiores, la zona contigua, la zona económica exclusiva, lecho y subsuelo de la 

plataforma continental,  incluyendo el sector antártico argentino, Islas Malvinas, 

Georgias del sur, Roca Clerke, Islas Aurora y Sándwich del Sur. 

 

Art. 3.  Son funciones de la AGENCIA FEDERAL DE INVESTIGACIONES DE 

ACCIDENTES NAVALES, las siguientes:  

 

a) Realizar la investigación técnica de los accidentes e incidentes de navegación 

fluvial o marítima. 

 

b) Determinar las causas y factores de los accidentes e incidentes investigados. 

 

c) Establecer las conclusiones prevencionales, de seguridad y de fiscalización, 

que resulten de los hechos investigados. 

 

d) Recomendar a los organismos pertinentes las acciones eficaces que 

prevengan futuros accidentes e incidentes similares a los investigados. 

 



 

e) Recomendar a los organismos pertinentes la adopción de aquellas 

Recomendaciones de Seguridad, Códigos y Directrices, elaborados por 

organismos de las Naciones Unidas, que se consideren aplicables a la actividad 

naval nacional. 

f) Recomendar los aspectos imprescindibles que deben inspeccionarse en la 

vigilancia técnica  ordinaria sobre condiciones de seguridad de los buques y 

artefactos navales, que ejerce la Autoridad Marítima.  En esas recomendaciones 

también se contemplará la periodicidad ideal de las fiscalizaciones, generales o 

particulares, así como sobre la vigencia y alcances de los Certificados de 

Seguridad. 

 

g) Cuando la complejidad o las características particulares de la investigación de 

un accidente así lo requieran, integrar los equipos para la investigación de 

accidentes con expertos nacionales e internacionales. 

 

h) Acordar, mediante convenios con el Poder Judicial, el modo de armonizar las 

tareas investigativas con los actos y procedimientos jurisdiccionales, de modo 

de asegurar el cumplimiento de las funciones respectivas. 

 

i) Publicar y difundir, como contribución a la seguridad en la navegación, la 

recopilación de informes y estadísticas relacionadas con los accidentes e 

incidentes de fluviales y marítimos y comentarios de los mismos. 

 

j) Capacitar al personal en las técnicas y procedimientos para la investigación de 

accidentes e incidentes fluviales y marítimos y establecer los medios para el 

intercambio con los organismos pares a nivel internacional. 

 

Artículo 4. La agencia estará compuesta por nueve vocales, que serán 

designados por el Poder Ejecutivo Nacional, como consecuencia del concurso 

público que organizará la reglamentación. 



 

 

La reglamentación del concurso asegurará la participación de candidatos de 

cada una de las provincias argentinas y que cada uno de ellos exhiba una 

profunda  idoneidad profesional en la materia naviera y en particularmente en 

relación a los accidentes o incidentes navales. 

 

Artículo 5. La investigación de los accidentes o incidentes se iniciará de 

inmediato a la noticia de su ocurrencia.    

 

Toda persona que este habilitada o inscripta como personal de la navegación y 

haya sido parte o tomado contacto con el accidente o incidente naval, o haya 

participado en ese carácter en las operaciones de búsqueda, asistencia y/o 

salvamento, debe comunicar de inmediato el hecho que conoce, a través de los 

mecanismos que establezca la reglamentación. 

 

La Agencia designará al funcionario que se hará presente de inmediato en el 

lugar en que se encuentre el buque o artefacto naval accidentado y requerirá las 

medidas oportunas para proteger las pruebas y mantener la custodia eficaz del 

buque o artefacto naval y su contenido, durante el período de tiempo que sea 

necesario para realizar la investigación, en coordinación, en su caso, con las 

autoridades jurisdiccionales. La protección de las pruebas incluirá la 

conservación, por procedimientos fotográficos u otros medios, de toda prueba 

que pueda ser trasladada, o que pueda borrarse, perderse o destruirse. La 

custodia eficaz incluirá protección razonable para evitar nuevos daños, el 

acceso de personas no autorizadas y el que se cometan robos o se causen 

deterioros. 

 

Artículo  6. La investigación se desarrollará mediante el procedimiento que 

regule la AGENCIA, en el que se determinará el modo de calificar inicialmente, 



 

la entidad del accidente y/o del incidente y de su posible relevancia para la 

prevención.   

 

La indagación, en caso de accidentes o incidentes que se juzguen de mayor 

relevancia,  será llevada a cabo directamente por tres de sus vocales, en tanto 

que en los restantes por uno de ellos. 

 

La Agencia y cada uno de sus vocales gozarán de independencia para realizar 

la investigación y de autoridad absoluta al llevarla a cabo. 

 

Artículo 7. La indagación comprenderá: 

a) la recopilación, el registro y el análisis de toda la información pertinente 

sobre el accidente o incidente; 

b) la determinación de las causas, concausas y factores contribuyentes al 

resultado. 

c) la enumeración de los actos y omisiones cometidos, de manera previa a 

la ocurrencia del accidente o incidente, que lo hubieran evitado o 

morigerado. 

d) Las recomendaciones de seguridad operacional y de los procedimientos 

de fiscalización y prevención, que resulten de las determinaciones y 

conclusiones establecidas. 

 

Esas comprobaciones y conclusiones integraran el informe preliminar, 

debidamente fundado y circunstanciado, que emitirán el o los vocales 

investigadores.    

 

El informe preliminar será sometido al pleno de la Agencia a efectos de que lo 

apruebe, lo rechace u ordene su ampliación o modificación.   Luego de 

aprobado, dispondrá su comunicación a las partes directamente involucradas, 



 

que podrán formularle observaciones, las que serán aceptadas o rechazadas 

fundadamente.   

 

Concluida esa instancia, el Informe Final y las eventuales resoluciones respecto 

de las observaciones, serán comunicadas   a la autoridad marítima.  También se 

ordenará la publicación de las recomendaciones. 

 

Artículo 8. La información recabada en el curso de la investigación, no será 

pública y solo accederán a ella las personas involucradas, luego de que se 

apruebe el informe final y del modo que se determine en la respectiva 

resolución.  Tampoco se hará conocer el nombre de las personas relacionadas 

con el accidente o incidente, y toda mención que permita su identificación. 

 

Artículo  9.  El incumplimiento de la obligación de comunicación establecida en 

el artículo 5, así como la negativa a brindar informaciones requeridas por la 

Agencia, como cualquier forma de obstrucción a las investigaciones, se 

considerará falta en los términos del inciso c, del artículo 117 de la Ley de 

Navegación. 

 

Artículo 10.  Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. 

  



 

FUNDAMENTOS 

 

Señora Presidenta: 

 

La reiteración de naufragios de buques pesqueros y el 

derrotero lamentable de la pérdida del submarino ARA San Juan, han vuelto a 

evidenciar una realidad de negligencia, descontroles y también incumplimientos 

legales.   También, durante  muchos años,  accidentes e incidentes en la 

navegación, de entidad menor, pero preocupantes por sus características, han 

ocupado al sector y, en algunos casos,  hasta han tenido repercusión mediática. 

 

La actividad naviera en general entraña riesgos altos, como 

consecuencia de la diversa naturaleza de los factores que se deben enfrentar en 

cada derrotero.  Sin embargo, la mayor parte de esos riesgos están previstos y 

los buques y artefactos eficientemente dotados para prevenirlos.  Aun así, 

existen situaciones en que a pesar de estas prevenciones estructurales y 

funcionales, los resultados dañosos no se evitan.  

 

A diferencia de lo que ocurre con el ámbito naval, en la 

actividad aeronáutica, constantemente se evidencia la preocupado por la 

prevención de los riesgos de seguridad operacionales, constituyendo cada 

accidente o incidente, la ocasión para modificaciones superadoras, tanto en la 

construcción de las aeronaves como en su operación.   Una de las fuentes 

fundamentales de los cambios y  de la creciente evitación de los riesgos, así 

como de la reducción continua de la siniestralidad de la actividad, es la prolija y 

profunda investigación de cada accidente y de cada incidente. Contribuye 

esencialmente a ese resultado que esa actividad indagatoria no persiga 

determinar responsabilidades, sino descubrir el complejo causal y las 

recomendaciones que suscita, tanto sobre la construcción, gestión y operación 



 

de aeronaves, como sobre el desempeño de los pilotos, los auxiliares y de la 

actividad en general. 

 

En el ámbito naval, al menos en la República, esta 

metodología nunca se ha implementado.    Esto a pesar de una buena dotación 

de normas con las que se cuenta y de la permanente recepción de iniciativas 

internacionales. En tal sentido, la Argentina ha adherido al Convenio 

Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS), 

aprobado mediante ley Nº 22.079, designando como autoridad de aplicación de 

sus normas a la Prefectura Naval Argentina, según lo dispuso la ley 26.108.   

 

También ha suscripto el Convenio Internacional de 

Torremolinos para la Seguridad de los Buques Pesqueros, de 1977, aprobado 

por ley 22.885.   Asimismo, ha receptado lo dispuesto por la OMI, a través del 

dictado de la Resolución A. 484 (XII), aprobada el 19 de noviembre de 1981, 

que enumeró una serie de principios fundamentales para la correcta realización 

de las guardias de navegación en los buques pesqueros. Esos principios fueron 

plasmados en “recomendaciones”, inicialmente recogidos en la Ordenanza 

Marítima 5/89 (14/12/89), traducidos como “criterios”. 

 

Sin embargo, a pesar  de este aparato normativo, 

evidentemente existen falencias y omisiones en su vigencia efectiva, que se 

grafican de la peor manera, con naufragios y muertes. 

 

En ese sentido, es de destacar que hay sectores de la 

actividad, como el pesquero, que son los que más participación tienen en los 

resultados fatales, a través de una alta reiteración de accidentes  lamentables.  

Ciertamente, la actividad pesquera presenta a nivel mundial un alto índice de 

siniestralidad, con muchos trabajadores muertos o incapacitados en forma 



 

permanente, debido principalmente a accidentes ocurridos durante el desarrollo 

de sus tareas.  

 

La Organización Marítima Internacional (OMI) y la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) han estudiado este tópico en 

profundidad, pero no siempre sus recomendaciones son adoptadas por las 

naciones que las integran, aún por aquellas que tienen una gran cantidad de 

buques y hombres dedicados a la pesca. Según reflejan las estadísticas 

mundiales, la tasa de mortalidad de la actividad pesquera es muy elevada en 

comparación con otras profesiones.  

 

Pero sin perjuicio de esa preocupación internacional, en 

nuestro país la situación es más grave y alarmante.   En los últimos años 

estamos padeciendo una nutrida sucesión de graves accidentes en la actividad 

pesquera marítima. .   Entre los años 2000 y  febrero de 2017 se produjeron 77 

muertes y 40 hundimientos (nomina que no incluye a lo acontecido con los 

buques Repunte y Rigel),  No son números fríos, sino tragedias con pérdidas 

humanas, familias destruidas y zozobra en la actividad.    

 

Frente a esta situación solo hemos ido acumulando 

estadísticas y noticias, pero escasas acciones para superarla.   Esta realidad 

indica que es preciso profundizar en la investigación de las causas que motivan 

hechos de esa naturaleza, pero con el fin de extraer de esa indagación las 

conclusiones más adecuadas y traducirlas en cambios en la fiscalización, en 

cada etapa de la actividad. 

 

A ese efecto, la iniciativa crea una Agencia Federal de 

Investigaciones de Accidentes Navales y, simultáneamente establece la 

obligatoriedad de investigar todo accidente o  incidente naval,  acaecido en  o 

con buques y/o artefactos navales, en aguas fluviales y marítimas navegables 



 

de la Nación, comprendiendo  las aguas interiores, la zona contigua, la zona 

económica exclusiva, el lecho y subsuelo de la plataforma continental,  

incluyendo el sector antártico argentino, las Islas Malvinas, las Georgias del sur, 

la Roca Clerke, las Islas Aurora y las Sándwich del Sur. 

 

El carácter federal de la agencia, además de otras 

consideraciones, persigue incorporar en su seno no solo expertos de origen 

regional, sino también tener en cuenta las diversas modalidades que la actividad 

asume, sobre todo la fluvial, en las distintas regiones del país. 

 

La investigación de cada accidente o incidente es de 

carácter exclusivamente prevencional y no punitivo, y no persigue indagar una 

cadena de responsabilidades patrimoniales, administrativas, penales o políticas, 

sino identificar un curso causal, para elaborar reglas de evitación futura. 

 

Son esenciales a ese fin el estricto carácter técnico de su 

composición y actividades, la idoneidad profesional y experiencia de los 

integrantes de la Agencia, y la estricta independencia en su gestión.  Esta última 

exigencia resulta fundamental, ya que muchos de estos accidentes tienen 

graves consecuencias económicas y si bien los pronunciamientos de la Agencia 

no determinan la atribución de esos efectos, pueden ser empleados para auxiliar 

a decisiones jurisdiccionales en tal sentido. 

 

Además de la investigación y concusiones luego de la 

indagación sobre cada accidente o incidente, la Agencia elabora 

recomendaciones prevencionales y de fiscalización, que persiguen impulsar los 

necesarios cambios que eviten la repetición mecánica de infortunios.  Se han 

previsto otras funciones relacionadas, que refuerzan el perfil técnico que se 

pretende alcanzar y el prestigio que seguramente lograran sus conclusiones 

luego de varias intervenciones. En ese sentido están orientadas las normas 



 

relativas a la selección, calificación y designación de sus integrantes y al número 

de sus miembros. 

 

Se han previsto normas que sirvan de marco al 

procedimiento ante la Agencia, que serán completadas en la reglamentación, a 

fin de enfatizar el carácter no jurisdiccional del organismo, sino técnico y con 

fines del mismo orden. 

 

A fin de asegurar la efectividad de su funcionamiento, se han 

previsto normas sancionatorias administrativas, que afecten a la habilitación del 

personal de navegación, que incumpla con sus obligaciones respecto de la 

Agencia. 

En razón de todo lo expuesto, solicito de los Señores 

Senadores que compartan la urgencia y los fundamentos, acompañen la 

iniciativa.  


